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			CAPÍTULO 1

			EL MARCO DE REFERENCIA: EL SENTIDO POLÍTICO-JURÍDICO DEL LARGO CICLO DE REFORMAS DE LAS PENSIONES EN EUROPA Y EN ESPAÑA

			Nuestro país cuenta con una reforma más en materia de pensiones. En concreto, la Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre actualización, adecuación y modernización del sistema de Seguridad Social ha servido, entre otras cosas, para introducir cambios importantes en materia de jubilación. Entre ellos se encontraba la adopción de una medida que se vino en llamar factor de sostenibilidad y que, de acuerdo con la propia norma, debía servir para atender el objetivo de mantener la proporcionalidad entre las contribuciones al sistema y las prestaciones esperadas del mismo y garantizar su sostenibilidad. Su aplicación, sin embargo, se preveía para el año 2027, una vez transcurrido el régimen transitorio previsto legalmente para la reforma del sistema. Aunque la propia Ley 27/2011 recuerda que la introducción en el ordenamiento español del factor de sostenibilidad es fruto de las recomendaciones contenidas en el Informe de Evaluación y Reforma del Pacto de Toledo, en verdad no existía en dicho documento una referencia expresa a este mecanismo. Sin embargo, las continuas llamadas que en el Informe se hacían a las tendencias demográficas han servido de coartada al Gobierno para implantar esta figura a través de la aprobación de la Ley 23/2013, de 23 de diciembre, reguladora del Factor de Sostenibilidad y del Índice de Revalorización del Sistema de Pensiones de la Seguridad Social.

			Aunque la introducción de dicho factor no ha pasado desapercibida, dado que estuvo precedida de un intenso debate con ocasión de un Informe elaborado previamente por un Comité de Expertos, lo cierto es que el impacto que esta medida puede tener en el conjunto del sistema de pensiones, con especial incidencia en la jubilación, no es menor. Como se tendrá ocasión de comprobar, la introducción del factor de sostenibilidad se situaría entre las medidas de reforma de carácter no paramétrico. Su influencia en la reducción de las pensiones resulta aceptada: se cifra que en el año 2050 el factor de sostenibilidad añadirá un 50 por 100 más a la rebaja de las pensiones. El problema, en todo caso, no es solo el aspecto mencionado, sino el hecho de que se incrusta en el sistema de Seguridad Social un mecanismo de ajuste automático de las pensiones, conectando éstas con los riesgos demográficos y económicos, como se verá. Dicha medida representa un primer paso en la reformulación de nuestro sistema de pensiones, trasformando un sistema de prestación definida como el nuestro en uno de contribución definida, donde la pensión que percibirán los trabajadores no se conoce de antemano y estará ligada a la esperanza de vida a los 67 años en el momento de su jubilación. Se puede entender entonces que ésta no es una reforma más. A los drásticos cambios operados por la Ley 27/2011, especialmente en la pensión de jubilación, se le añade esta nueva fase reformista de la protección social con indudables efectos en la cuantía de las pensiones y, lo que es más importante, se allana el camino para un cambio futuro de modelo.

			Este último aspecto debe remarcarse especialmente, esto es, el hecho de que no estamos ante una norma reformista más en materia de pensiones. Es cierto que la aprobación de esta importante norma en materia de pensiones, junto con las medidas contempladas en la Ley 27/2011, supone volver a reabrir el debate sobre la viabilidad futura del sistema de protección social, es decir, retomar de nuevo el consabido tema acerca de su sostenibilidad. Es ésta una cuestión que no resulta nueva en la materia ya que los virajes de las políticas reformistas del sistema de Seguridad Social se han visto permanentemente condicionados por el elemento del equilibrio financiero. A partir de los años ochenta se suceden las reformas para hacer viable el sistema, una vez que se ha descartado un cambio estructural pleno a favor de las pensiones privadas. A partir de ese momento se produce un intenso debate sobre el futuro de las pensiones en España, que se vincula de modo especial con la capacidad financiera de la Seguridad Social para hacer frente a los gastos de las futuras pensiones públicas. Se trata de una discusión, la de la financiación de la misma, que se termina por instalar de una manera permanente en los foros doctrinales, económicos y sociales, lo que obliga a los sistemas públicos a emprender una política de reorganización continua de sus estructuras en un proceso de reforma de la Seguridad Social que termina por convertirse en un elemento mismo del sistema.

			Sin embargo, esta nueva reforma presenta elementos diferenciadores con respecto a las demás. De entrada, se trata de una reforma fuertemente condicionada por las consabidas presiones políticas y financieras concurrentes que sufre el Gobierno en el marco de un rescate de facto en el que se encuentra nuestro país, de ahí que estemos más ante una legislación social exigida o impuesta por Bruselas que ante el resultado de la iniciativa de las partes negociadoras. Es éste un aspecto que conviene remarcar, dado que la adopción de las medidas reformadoras se produce bajo la presión que ejerce la instauración desde 2010 de un régimen general de austeridad decretado por el establishment económico internacional. En Europa se acordó que la salida a la crisis exigía la retirada de los incentivos que los gobiernos habían establecido inicialmente para solucionar el problema del endeudamiento privado. Tras una etapa caracterizada por el rescate de las entidades financieras y la adopción de planes de estímulo de la demanda, se pasó a otra cuyo elemento primordial fue el ajuste fiscal rápido acompañado de reformas estructurales. El saneamiento de los bancos supuso transformar deuda privada en deuda pública, asumiendo los estados un déficit estructural, por lo que ahora tocaba restaurar la confianza de los inversores soltando ese pesado lastre a través de la reducción del gasto social.

			En segundo lugar, sobre la reforma ha actuado de forma intensa el factor demográfico. Aunque dicho fenómeno ha operado en términos análogos en las reformas precedentes más inmediatas de 1997, 2002 y 2007, en este caso se ha hecho más visible, tanto que el mayor incremento de la esperanza de vida se ha esgrimido por el Gobierno como el factor fundamental. Como se comprobará en la primera parte de este trabajo, la evolución demográfica constituye un elemento que no se puede desconocer en la elaboración de las políticas sociales y, en particular, en el proceso de reformas del sistema público de pensiones. Ello exige un proceso de adaptación y reorientación del sistema jurídico-institucional. Pero lejos de constituir un elemento superficial, no resulta tan primordial como se quiere hacer ver si no se tienen en cuenta a la vez otros elementos que, junto con el anterior, resultan imprescindibles para la sostenibilidad de las pensiones a largo plazo. En otras palabras, los cambios demográficos se inscriben en un proceso complejo y deben conectarse con otros cambios de carácter económico, cultural y social de tanta o mayor importancia. Las pensiones, por tanto, no dependen únicamente de la evolución de la demografía, sino también de los cambios que experimente la ocupación y la productividad. Se defiende en este trabajo que dicho factor demográfico por sí mismo no se traduce en una inviabilidad ni a medio ni a largo plazo de un sistema público de pensiones basado en el régimen de reparto.

			Por último, hay un tercer aspecto de la reforma que resulta, a nuestro juicio, el más importante y el que marca una nueva etapa en nuestro sistema de pensiones. Y es que con la reforma la(s) solución(es) al problema de la sostenibilidad de las pensiones se asientan únicamente sobre la vía del ajuste. Esto es indudable en el caso de la Ley 23/2013, puesto que se produciría una disminución de la ratio de la pensión media. Pero lo que es más importante se descarta, de esta forma, que la vía para solucionar los problemas de sostenibilidad pueda venir del comportamiento de variables externas al sistema —incremento de cotizantes a través del alargamiento de la vida activa, reducción del desempleo, etc.— o de la intervención sobre las variables de carácter interno al mismo a través fundamentalmente de un incremento de los ingresos —mediante los destopes de las bases, el aumento de los tipos de cotización o la aportación de ingresos adicionales—. Por ello, esta nueva reforma ha optado por actuar por el lado de los gastos de las pensiones, reduciendo las mismas, renunciando a explorar vías de incremento en el apartado de los ingresos. Este aspecto se desarrolla ampliamente en la segunda parte del trabajo.

			Teniendo la reforma estos aspectos novedosos, lo cierto es que la reforma sigue el camino trazado por otros países de la Unión Europea, los cuales ya han adoptado reformas similares a las que se plantean en España. Gran parte de dichos países han optado por cambios importantes, como el caso español, que tienen que ver de forma preponderante con el problema de la sostenibilidad a largo plazo de las pensiones, con especial incidencia en las de jubilación. Casi todos los países han optado por hacer un seguidismo fácil de las recomendaciones de la UE en la materia introduciendo cambios en aspectos nada desdeñables, como son, entre otros: el modelo público de reparto, la edad de retiro, el periodo y la base de cálculo de las pensiones de jubilación y los factores o estabilizadores automáticos. Son las instituciones europeas las que han ido marcando el tiempo y las medidas a adoptar a través de las propuestas recogidas en sendos documentos (Libro Verde, primero, y Libro Blanco, después). Los estados, por su parte, lejos de explorar otras vías alternativas de reforma han acogido de manera general las sugerencias de la Comisión como una especie de mantra indiscutible cuya legitimidad se ha visto reforzada con la crisis económica, como pretendida imposición de los mercados, convertidos artificial e ideológicamente en supuestos agentes o sujetos económicos. A lo largo del trabajo se hace especial hincapié en este uniformismo europeo en la materia, dado que se está desvelando en estos últimos años un aspecto que ya se advertía con anterioridad en otros trabajos. Y es que desde la UE se postula que la fórmula que mejor garantiza la sostenibilidad de las pensiones pasa por su conversión en sistemas mixtos en los que los sistemas de reparto, hoy mayoritarios, reduzcan su tamaño, dando entrada a los de capitalización individual.

			Este último aspecto debe ser remarcado especialmente y se conecta de forma clara con lo comentado con anterioridad respecto a los condicionamientos que establece el régimen de austeridad implantado en Europa. La inmensa mayoría de los procesos de reforma que se han acometido en Europa (hoy como ayer), y muy particularmente en España, han estado conducidos por un inequívoco «determinismo económico», agudizado en la presentación y salidas propuestas a la coyuntura actual de la crisis económica. Sin embargo, bajo la presión aparente de la crisis y como justificación a su salida, siempre han existido fuertes exigencias económicas (en particular de los intereses económicos organizados, señaladamente, los del capital financiero) para reformular los sistemas de Seguridad Social, afirmándose «a priori» su insostenibilidad en tiempos de transformaciones económicas intensas y de globalización de las economías. En dicha pretensión anida un intento evidente por alterar el signo de las reformas en favor de los mecanismos privados de previsión que permita dar entrada en las pensiones a las entidades financieras y aseguradoras. En España este pulso es todavía mayor si se tiene en cuenta la escasa presencia que las pensiones privadas tienen en el sistema de protección social. En esta ocasión se vuelve a repetir el mismo relato: el ajuste fiscal sirve para justificar un cambio de modelo que pasa en primer lugar por la introducción de reformas internas al sistema —edad de jubilación y cuantía de las pensiones— para luego añadir los factores de sostenibilidad. El deterioro previsible de las pensiones marca el siguiente paso: el complemento de los instrumentos privados de ahorro.

			Para llegar a esta situación se han tenido que ir consolidando un conjunto de políticas reformistas anteriores, proyectadas en la rama de pensiones, las cuales han ayudado a que el campo de aplicación de las pensiones privadas se vaya ensanchando. En primer lugar, la potenciación del principio contributivo ha tenido un efecto reductor y expulsivo de la protección dispensada por el sistema público. Un progresivo deterioro del ámbito contributivo demostrado por el endurecimiento de las condiciones de acceso y una menor calidad en la renta de sustitución. En segundo lugar, el mantenimiento de las fuentes de financiación del sistema y su separación recondujo finalmente el problema de la financiación hacia las políticas de contención del gasto. Por último, las medidas restrictivas en el nivel profesional exigían un reforzamiento de los niveles asistenciales y complementarios, internos y externos al sistema de Seguridad Social. Al análisis de dichas reformas acaecidas a lo largo de los últimos años nos dedicamos en el apartado cuarto, con el objetivo de comprobar cómo las mismas presentan un hilo conductor real y efectivamente perseguido de un efectivo cambio de modelo de Seguridad Social finalmente vencido hacia el modelo normativo de Seguridad Social «asistencial» y con una clara intención de privatización del ámbito contributivo.

			Como ya se ha comentado, existe una necesidad imperiosa de proceder a la reordenación de los sistemas de pensiones estatales, y dicha reordenación se puede hacer a través de diferentes vías de reforma, desde aquella que apuesta decididamente por la aplicación de mecanismos de capitalización y la introducción de herramientas privadas en la gestión del sistema como únicos remedios para atajar la grave crisis de la que se habla, hasta aquella otra que considera que existen otros instrumentos, desde una óptica que no tuviera el factor demográfico como principal aspecto a considerar, que permitiría mejorar la financiación del sistema. Sea como fuere, tanto si se opta por una vía como por otra, lo cierto es que la persistencia en los planteamientos catastrofistas en cuanto a las dificultades de financiación de la Seguridad Social pública han terminado por incidir en la propia legitimación del sistema1. Se ponen en entredicho los fundamentos políticos de partida de los sistemas de pensiones a partir de una defensa a ultranza de una potencial crisis financiera, lo que genera, a su vez, una pérdida de confianza en el sistema. Se trata, en suma, de una calculada reiteración de mensajes apocalípticos que tratan de conformar una opinión pública en favor de una opción de política legislativa que tiene como finalidad, por un lado, la reducción de la cuantía de las pensiones públicas a través de una asistencialización de las prestaciones, un mayor endurecimiento del acceso en cuanto a los periodos previos de cotización y una ampliación de la base de cotización de determinadas prestaciones, y por otro, como consecuencia de lo anterior, el fomento de la previsión social privada. Se asiste, por tanto, a la ruptura del modelo de bienestar keynesiano en el que se consideraba que el Estado, a través de la política social y en un contexto de crecimiento económico en conjunción con la democracia de sufragio universal, había sido un factor de estabilidad e integración social. Mediante las instituciones del Estado se favorecía la extensión de los derechos sociales, contribuyendo de este modo a la pacificación del conflicto social y a la propia legitimación del capitalismo de posguerra. Sin embargo, es precisamente esa mediación estatal la que se pone en evidencia hoy como ayer, dadas las restricciones que se imponen en la actual fase de reestructuración del capitalismo transnacional; y en lo que a las pensiones se refiere, se impone la necesidad de una menor intervención de lo público en favor de lo privado.

			Junto a una crisis del compromiso social, base de los sistemas tradicionales de bienestar, cabe apuntar una crisis de eficacia del sistema, entendida como la capacidad para alcanzar los objetivos sociales constitucional y políticamente asumidos en el Estado social, y en particular respecto al sistema de pensiones. De este modo, se constata la existencia de dificultades de adaptación a las nuevas realidades sociales dada la multiplicación de nuevas necesidades, entre ellas la creciente vulnerabilidad de un elevado segmento de la población con origen en los cambios en el mercado de trabajo —eventualidad, inseguridad y desempleo—. Se cuestionan, en este sentido, las técnicas tradicionales de protección ante estas nuevas realidades, las cuales no sólo están asociadas a las transformaciones que ha experimentado la sociedad del trabajo, sino también a cambios que tienen que ver con la mayor incorporación de la mujer al mercado de trabajo o con el desdibujamiento del modelo tradicional de familia. En este sentido, la naturaleza de los cambios en la realidad social choca de manera directa con un modelo tradicional asentado sobre un esquema contributivo de protección que tiene al trabajador estable como centro de imputación de sus normas2. A ello habría que unir la incapacidad del sistema de afrontar los riesgos de una dualización social motivada por una creciente materialización diferenciada de los derechos sociales por el efecto de la segmentación del mercado de trabajo.

			Es evidente que la acción combinada de los límites del sistema de Seguridad Social —los económicos y demográficos, junto a los políticos, ideológicos y sociales— ha puesto en evidencia la capacidad de regenerar el pacto político necesario para que se pueda atender el objetivo de la solidaridad social. Se cuestionaría, por tanto, una de las características básicas de los sistemas públicos de bienestar: ser capaz de favorecer una verdadera justicia social y de ofrecer una seguridad universalmente inclusiva. De ahí que los condicionamientos demográficos, sociales, económicos y políticos erosionen los sistemas de pensiones haciendo que sus instituciones se presenten como menos «sociales» (porque resultan menos inclusivas), menos seguras, (porque se impone la incertidumbre acerca de la capacidad del sistema de asegurar a largo plazo las pensiones) y más asistencialistas (con la correlativa pérdida del efecto de sustitución)3.

			Nos proponemos en las páginas siguientes analizar estas y otras cuestiones relativas a la sostenibilidad de las pensiones públicas. Desde luego, el estudio de dicha sostenibilidad debe partir de los supuestos retos a los que se enfrentan los sistemas públicos de pensiones y de los mecanismos de reforma adoptados hasta ahora en el proceso de adaptación constante de los mismos. Resulta necesario comprobar qué ha cambiado con la crisis de 2008 para que una vez más se opte por reformular las pensiones. Asimismo, conviene visibilizar el conjunto de medidas que el legislador tiene a su disposición para hacer frente a dichos desafíos, los cuales, como ya se ha sugerido, no pasan necesariamente por el ajuste de las pensiones.

			En segundo lugar, se hace necesario estudiar las medidas adoptadas hasta hoy en relación con el problema de la sostenibilidad de las pensiones. Nuestro objetivo no es otro que comprobar de qué forma se ha ido adaptando el sistema a las circunstancias cambiantes del momento. Se pretende, por tanto, hacer hincapié en cómo el legislador ha ido resolviendo con el tiempo los retos que ha tenido ante sí. Esta crisis no ha sido la única a la que la Seguridad Social ha tenido que enfrentarse. Baste recordar el impacto que la del petróleo de los años setenta y la económica de los noventa han tenido en el sistema. De nuevo, ahora, se asiste a una situación donde las condiciones económicas han obligado al legislador a actuar.

			En tercer lugar, este trabajo no tendría sentido hasta ahora si no existiera un elemento verdaderamente de cambio en el sistema de pensiones. Existen hasta la fecha suficientes trabajos que han ido remarcando el devenir del modelo de Seguridad Social a la luz de sus reformas presentes y pasadas. La novedad en este caso es suficientemente conocida, y no es otra que la incorporación en nuestro país de mecanismos automáticos de sostenibilidad. Nuestro estudio se centra precisamente en esta figura absolutamente novedosa. Nos proponemos, en este sentido, realizar un análisis exhaustivo de la Ley 23/2013 que regula tanto el Factor de Sostenibilidad propiamente dicho como el nuevo Índice de Revalorización de las pensiones. Previamente, realizaremos un examen de los estabilizadores automáticos en el contexto europeo, incluyendo la propuesta que se contenía en el Informe del Comité de Expertos sobre dicho Factor de Sostenibilidad.

			Por último, en la parte final de nuestro trabajo, se realizan una serie de consideraciones críticas sobre el modelo de reforma operado en nuestro país al tratar de introducir este mecanismo. Se añade, en la última parte del estudio, un balance general de la significación que la adopción de dichas medidas puede tener en el actual modelo de pensiones público, haciendo una serie de propuestas de reforma de signo contrario a las que el Gobierno establece. Antes se hace un breve examen del papel que asumirán las pensiones privadas como consecuencia del retroceso que sufrirá la acción protectora del sistema público y obligatorio.

			
				
					1 MONEREO PÉREZ, J. L.: «El futuro del sistema de pensiones: sistema público y sistemas privados (I)», Revista Española de Derecho del Trabajo, n.º 88, 1998, p. 200.

				

				
					2 Las transformaciones históricas de ese modelo han sido brillantemente descritas por CASTEL en su obra Las metamorfosis de la cuestión social. Una crónica del salariado, Paidós, Barcelona, 1997.

				

				
					3 MONEREO PÉREZ, J. L.: «El futuro del sistema de pensiones...», op. cit., pp. 200-201.

				

			

		

	
		
			CAPÍTULO 2

			LAS (SUPUESTAS) AMENAZAS A LA SOSTENIBILIDAD DE LAS PENSIONES: DESAFÍOS DEL SISTEMA

			La necesidad de adoptar reformas en los sistemas de pensiones se debe a la existencia de determinados desafíos que exigen al legislador actuar para dotar de seguridad a aquéllos. Esta exigencia de adaptación constante ha sido el compañero de viaje habitual de las pensiones públicas. En el caso español, por ejemplo, las crisis de finales de los setenta y la de los noventa forzaron importantes reformas en la Seguridad Social, adaptando el sistema a las nuevas condiciones económicas impuestas. En el capítulo cuarto se da cuenta de este proceso de profundización y asentamiento de la protección social como sistema de intervención del poder público, que ha sido el resultado de un variado conjunto de medidas reformadoras en el ámbito jurídico y que atienden en cada momento a propósitos parecidos, que no son otros que acompasar aquéllas a las exigencias —financieras— presentes y futuras del sistema.

			En la actualidad, nuestro sistema de Seguridad Social se enfrenta a dos importantes riesgos: uno, de carácter demográfico; y, otro, de corte económico, los cuales, por lo demás, no son una absoluta novedad. En el primer caso, ya se ha dicho que la evolución demográfica en los últimos años se configura como un aspecto que va a condicionar la arquitectura de los sistemas de pensiones. Como es bien sabido, dicha evolución desembocará en un envejecimiento de la sociedad, confluyendo en dicha situación dos fenómenos: por una parte, se espera una mayor esperanza de vida, y actualmente se desconocen los límites de ese aumento; y, por otra, el bajo índice de natalidad en Europa1. Se trata de tendencias a largo plazo que representan buenas noticias: vidas más largas, menores tasas de nacimiento y más y mejor atención médica, que lejos de ser un problema deberían verse como un nuevo reto a afrontar por los sistemas de pensiones2. Siendo este aspecto enormemente positivo, es indudable que plantea un reto que no se debe desconocer. Y es que el sistema deberá asumir prestaciones más elevadas, para más personas y durante más tiempo.

			En segundo lugar, la persistencia de la crisis financiera y económica hace más difícil para la Seguridad Social el dar cumplimiento a sus compromisos por pensiones. El aumento del desempleo, la reducción del crecimiento y el incremento de los niveles de deuda nacionales, entre otros factores, poco ayudan a un sistema esencialmente contributivo que se nutre de las cotizaciones para pagar las pensiones. Independientemente de cómo esté organizado el sistema de protección social, existe una fuerte vinculación entre los jubilados y los trabajadores en activo. Los primeros dependen de los segundos, ya que aquéllos solo podrán acceder a los bienes y servicios producidos por éstos. Como se ha dicho, su bienestar depende de la capacidad productiva de la sociedad en la que habitan, siendo esta relación más acusada en los sistemas de reparto, dado que los trabajadores en activo (y sus empleadores) pagan las cuotas sociales con las que se financian las pensiones de los trabajadores jubilados3. En la actualidad, este aspecto resulta preocupante dado que existe un contraste entre las aportaciones al sistema y el ritmo de crecimiento de la cuantía de las nuevas pensiones: un 0,8 por 100 sobre la inflación de las primeras frente al 2,2 por 100 sobre la inflación de las segundas.

			A cada uno de estos aspectos nos vamos a referir a continuación, añadiendo igualmente otro elemento esencial en el ámbito de las pensiones: la inmigración. En el examen que se realiza seguidamente se parte de una premisa aceptada suficientemente, y es que la demografía no es una variable independiente de la economía y el mercado de trabajo en lo que a las pensiones se refiere. No es ésta una cuestión menor en el debate sobre el futuro y la viabilidad de la Seguridad Social, ya que en no pocas ocasiones se adopta un único enfoque —el del determinismo demográfico— a la hora de lanzar propuestas reformistas en dicho ámbito.

			2.1. EL CAMBIO DEMOGRÁFICO

			Como se sabe, las pensiones públicas se financian a través de un sistema de reparto, por el cual las prestaciones de los beneficiarios son financiadas a través de cotizaciones sociales u otros mecanismos impositivos. No hay, en este supuesto, una acumulación de capital ya que las pensiones son financiadas por las cotizaciones del momento. Como se puede imaginar, su funcionamiento obedece a un principio de solidaridad intergeneracional en el sentido de que son los activos los que contribuyen con sus pagos a financiar las pensiones de los pasivos, en el entendimiento de que cuando aquéllos alcancen la edad de jubilación los nuevos activos harán lo mismo4. De ahí que se diga que el citado principio tiene carácter permanente al estar sustentado por un contrato social entre generaciones sucesivas.

			De forma resumida, se puede decir que el ciclo vital prototípico de la persona del trabajador (desde la óptica de la Seguridad Social; porque desde la perspectiva de los seguros tradicionales era algo más restringido al girar sobre el trabajo profesional asalariado), se ha podido dividir en tres etapas (ciclo terciario):

			a) Una primera etapa previa al trabajo donde la persona se capacita a fin de ingresar en el mercado laboral. En dicha etapa disfruta de protección a través del sistema de salud y de un conjunto de prestaciones o ayudas familiares. Este ámbito de protección suele estar vinculado a la persona a cuyo cargo se encuentra el joven en esta fase de desarrollo social.

			b) Una segunda en donde el individuo ingresa al mercado de trabajo y contribuye a sostener económicamente los diferentes sistemas de Seguridad Social con una parte de sus ingresos (directos o imputados). Ello le confiere el derecho subjetivo a disfrutar de la tutela dispensada por dichos Sistemas protectores (en términos de salud, desempleo, asignaciones familiares, jubilación y pensiones en general).

			c) Y, en fin, una tercera etapa «pasiva» en la cual la persona se retira de la vida activa, esto es, del mercado de trabajo y se hace acreedora de la protección de los sistemas de salud, dependencia, jubilaciones y pensiones en general (a distinto título), que contribuyó a financiar.

			Esta estructuración por edades constituye un elemento de ordenación de las pensiones públicas. A partir de él podemos entender mejor la importancia que para nuestro sistema de protección social tiene el componente demográfico. En efecto, como se ha comprobado, en la articulación de dicho sistema conviven siempre tres generaciones nacidas en diferentes momentos en el tiempo (jóvenes, activos y jubilados). Todos ellos están implicados en el mantenimiento del mismo. Para su correcto funcionamiento se necesita de un cierto equilibrio entre las citadas generaciones, ya que lo producido durante el periodo activo debe superar el consumo de ese periodo y el excedente debe servir para cubrir las necesidades de la dependencia económica de niños, jóvenes y jubilados. El peso mayor, por tanto, de la sostenibilidad del sistema recae sobre la franja de edad correspondiente a los activos (16-64 años).

			El problema surge, como se ha dicho, cuando se produce una descompensación generacional brusca, ya que si las tres generaciones fueran permanentemente iguales y se mantuvieran estables a lo largo del tiempo, es probable que el equilibrio demográfico y económico de los regímenes de pensiones implantados que hubieran tenido esa concreta circunstancia no hubiese experimentado a lo largo del tiempo disfuncionalidades económicas en su funcionamiento, salvo en aquellas etapas de recesión o crisis económicas duraderas5. Es indudable que en los últimos años hay una clara constatación de la descompensación generacional antes apuntada. Ello se debe, obviamente, al proceso de envejecimiento poblacional que caracteriza a la inmensa mayoría de los países occidentales.

			Las causas que hacen de la estructura demográfica española una de las más envejecidas del mundo son esencialmente tres: la longevidad, la fecundidad y la inmigración. Respecto de la primera, se considera que estamos ante uno de los mayores logros de nuestra sociedad, si no el mayor, siendo la esperanza de vida al nacer el indicador más utilizado para medir dicha longevidad. Y así, el crecimiento de este indicador ha sido espectacular durante todo el siglo XX: si en 1900 la esperanza de vida era de casi 35 años, en la actualidad es de 82. La mayor inflexión se produce con la transición democrática, donde se pasa de 73 años en 1975 a 81 años en 2006. Este es un dato que se vincula con el incremento que, desde los años sesenta, se produce de la esperanza de vida a nivel global, aunque España destaca, en este sentido, como uno de los países de la Unión Europea que mayores incrementos está experimentando en dicho indicador (ganancia de once años desde 1960 frente a la media de nueve años). Del mismo modo, respecto a la esperanza de vida conviene remarcar el diferencial de género, en lo que se conoce como la feminización de la vejez, dado que las mujeres españolas tienen una esperanza de vida al nacer de 85 años, y los varones de 79 años, de las más altas de la Unión Europea. En cuanto al futuro, las proyecciones que se manejan respecto a la esperanza de vida al nacer van en la misma línea: se prevé que se llegue casi a los 90 años en 2050.

			Siendo importante el dato de la esperanza de vida al nacer, mayor relevancia presenta para la sostenibilidad financiera de los sistemas de pensiones el porcentaje de personas que alcanzan la edad de 65 años y el número de años que pueden vivir a partir de esa edad. Según la tabla de mortalidad de 2012 dicho porcentaje alcanza el 87 por 100 en hombres y el 95 por 100 en mujeres. Es decir, que gran parte de las personas llegan a esa edad actualmente. Del mismo modo, y según datos del INE (2012), de mantenerse en España los ritmos actuales de reducción de la mortalidad, la esperanza de vida a los 65 años aumentaría hacia el 2050 casi seis años entre los varones, y casi cinco entre las mujeres, alcanzando 24 y 27 años respectivamente. Frente a la situación actual, en la que casi el 100 por 100 llega a los 65, en 1751 sólo lo conseguía el 25 por 100 y en torno a 1900 en España el 30 por 100. Como se ha dicho, esta es la gran novedad de esta transición demográfica, que todos llegaremos a esas edades y que muchos de los nuevos problemas que se le plantean a nuestra sociedad giran en torno a edades que antes pocos alcanzaban6. A ello hay que añadir, además, un aspecto fundamental: el aumento de la longevidad a edades muy altas, o lo que es lo mismo, el crecimiento significativo de la población dependiente: según datos del INE para 2050 casi el 73 por 100 de los hombres y el 90 por 100 de las mujeres cumplirán los 80 años7.

			Por otro lado, el segundo de los factores que explica el fenómeno del envejecimiento de la población española es la caída del índice de fecundidad (número medio de hijos por mujer). Entre los años 1957 y 1975 se da en España el fenómeno denominado como baby boom: entre esas fechas nacieron casi 14 millones de niños, 4,5 millones más que en los 20 años siguientes y 2,5 más que en los 20 años anteriores. Pero a partir del año 1975 el número de nacimientos empieza a descender de forma progresiva hasta alcanzar 1,329 niños por mujer en 2004. En los años siguientes dicho porcentaje se ha mantenido con una leve subida hasta llegar al 1,4 actual. A ello ha contribuido la población inmigrante, dado que gran parte de los nacimientos producidos en los últimos años (hasta 2008) han sido de madre extranjera. Por lo demás, las proyecciones del INE para esta variable vislumbran un ligero aumento de la misma, alcanzando un máximo de 1,71 hijos en 2048. Entre los países europeos también se ha producido una reducción de las tasas de fecundidad, con proyecciones similares a las de España8.

			Por último, el fenómeno inmigratorio ha incidido igualmente en la dinámica demográfica de nuestro país. La llegada de inmigrantes, sobre todo en el periodo de 1998 a 2008, ha favorecido el mayor crecimiento demográfico de la historia de España. Hay que tener en cuenta que en 1998 la población extranjera representaba el 1,60 por 100 de la población total, mientras que en el 2011 ya alcanza el 12,2 por 100. Esta entrada de inmigrantes ha permitido reducir la caída de la proporción de población en edad activa (de los 5,6 millones de personas inmigrantes inscritas en el Padrón municipal de enero de 2009, 4,6 están encuadrados entre los 15 y 64 años). Se considera que en ausencia de esta inmigración, el número de individuos entre los 16 y 24 años de edad se hubiera reducido en más de 1,5 millones entre el año 2000 y el 20079. Con la inmigración, desde luego, se ha ralentizado el proceso de envejecimiento y respecto a la estructura por edades se ha favorecido un cierto rejuvenecimiento de la población española.

			Con todo lo dicho hasta aquí, se llega a la conclusión de que los dos primeros fenómenos —el aumento de la longevidad y el descenso de la natalidad— han provocado un proceso acusado de envejecimiento de la población española. En efecto, mientras el grupo de población de edad media comprendida entre los 15 y 64 años está disminuyendo, el de más de 64 está aumentando. Este último colectivo ha tenido un crecimiento espectacular, como se sabe, llegando a representar en la actualidad casi un 18 por 100 de la población total en España. Esta cifra nos sitúa en el marco europeo tan sólo por detrás de Alemania (21 por 100) e Italia (20 por 100). Según las últimas proyecciones del INE, esta proporción aumentará en las próximas décadas hasta el 32 por 100 en 2050, lo que supone multiplicar por dos el número de personas en edad de jubilación.

			Con este panorama es indudable que el proceso de envejecimiento poblacional puede llegar a incidir en la sostenibilidad de las pensiones públicas. En concreto, uno de los factores sobre los que influye decisivamente es en el ratio de sostenimiento o tasa de dependencia, que no es otra cosa que la relación entre el número de personas en edad de trabajar (16 a 64) y el número de personas en edad de jubilación (65 o más años). En 2005 la tasa de dependencia en España era de 24,4 por 100 (por cada persona con más de 65 años había cuatro en edad de trabajar). Según algunas previsiones, la situación empeorará notablemente a partir de 2025, para finalmente oscilar entre 52,2 y 57,5 por 100 en 2050. Es decir que por cada persona con más de 65 años habrá menos de dos personas en edad de trabajar. En los países de la Zona Euro la tendencia es la misma y se prevé que, hacia mediados de este siglo, en la mayoría de los países la ratio de sostenimiento tendrá un valor similar al proyectado para España.

			Del mismo modo, el envejecimiento tiene un efecto sobre la tasa de empleo, dado que puede llegar a reducir el porcentaje de cotizantes con relación a la población en edad de trabajar al incrementarse el peso de la población con edades cercanas al momento de la jubilación. En efecto, se considera que la edad de 60 años suele ser un momento en el cual baja drásticamente la tasa de actividad (se sitúa en torno a un 50 por 100). Por el contrario, la tasa de empleo es mayor entre las edades medias. En esta misma línea, se sostiene igualmente la existencia de una menor productividad asociada a edades avanzadas en determinadas actividades, lo que puede influir negativamente sobre los salarios medios y en consecuencia sobre las cotizaciones.

			De lo dicho hasta aquí se deduce que el saldo financiero del sistema de pensiones se verá influenciado por los aspectos reseñados anteriormente. Así, los efectos que el envejecimiento de la población española origina sobre el gasto público en pensiones se han puesto de manifiesto en numerosos estudios. En general, gran parte de las proyecciones que se realizan sobre el impacto presupuestario derivado del fenómeno del envejecimiento coinciden en que el gasto en pensiones en relación con el PIB se mantendrá en niveles relativamente próximos a los actuales durante aproximadamente los próximos 10 años, aunque dentro de una tendencia creciente, con incrementos medios anuales en torno a 0,1 puntos porcentuales del PIB. Sin embargo, a partir de 2060 se dedicaría más del 15 por 100 del PIB al gasto en pensiones e, incluso, en algún escenario más pesimista, dicho gasto alcanzaría casi el 20 por 100 del PIB. Un aspecto crucial de todos estos estudios es que de manera general en el periodo 2010-2060 la variable que ejerce una mayor presión sobre dicho gasto es la demográfica, esto es, la mayor proporción de población pensionista respecto a la población en edad de trabajar ya que se considera que el resto de los factores, como la tasa de empleo o la ratio pensión promedio/productividad, no tienen una incidencia reseñable. Por tanto, esta evolución sería el reflejo financiero del acusado aumento de la tasa de dependencia, que, como se mencionó con anterioridad, más que se duplicaría a lo largo del periodo de proyecciones. De todos los estudios parece desprenderse de manera general que será a partir del año 2025 cuando se producirá un mayor impacto demográfico. Obviamente la fecha se corresponde con el pase a la jubilación de los baby boomers, esto es, los nacidos en los años 60-70, así como de la caída de los activos nacidos en los años 80-90. Por tanto, el mayor riesgo demográfico se sitúa para esa generación nacida en los años sesenta.

			Parece poco razonable, pues, ignorar el reto que plantea el efecto demográfico en términos de financiación del sistema a partir, sobre todo, de 2025. Lo discutible, como se comprobará más adelante, es que únicamente exista una única vía de solución al respecto y que dicho fenómeno resulte inexorable a todas luces. De entrada, el sistema público de pensiones dispone de variables suficientes y con efectos importantes para afrontar dicho desafío. A ellas aludiremos en los capítulos tercero y cuarto. Pero es que, además, el punto de partida de nuestro país en gasto social es bajo, dado que estamos aún lejos de la cifra que se dedica hoy en la UE al gasto en pensiones. Por ello, si las pensiones en España costarán en el año 2050 un poco más del 15 por 100 del PIB, nuestro país tendría que abonar algo más de lo que paga Italia hoy. Se trata, por tanto, de un problema no tanto de insostenibilidad sino de elección de los mecanismos adecuados de financiación, porque es claro que la economía generará recursos suficientes para financiar los 15,1 puntos del PIB en pensiones10. Junto a esto, además, resulta incuestionable atender a otras variables que inciden en el futuro de las pensiones, como son la productividad y la ocupación, a las que nos vamos a referir en las próximas páginas. Algunos, sin embargo, siendo fundamentales dichos factores, dudan de la capacidad de los mismos para compensar sólidamente el crecimiento del gasto inducido por la evolución demográfica.

			2.2. LA EVOLUCIÓN DEL EMPLEO Y LA PRODUCTIVIDAD

			La llegada a la jubilación en las próximas tres décadas de las generaciones más numerosas de la historia de España representa un reto estructural del sistema de pensiones. Se trata de una situación conocida y previsible que hará que a mediados de siglo el número de pensionistas alcance los 15 millones. Este desafío precisa de actuaciones anticipadas como las que el propio sistema ha ido abordando desde hace 20 años, además de seguir actuando en el medio y largo plazo. El otro reto que vamos a tratar a continuación está vinculado a la persistencia de la crisis económica y financiera que padece nuestro país y que está provocando que nuestro sistema entre en una situación de déficit como consecuencia de la caída del empleo y la reducción de ingresos. La destrucción, desde 2007, de más de 3 millones de empleos exige actuaciones a corto y medio plazo orientadas a mejorar los ingresos, pero no una reforma estructural.

			La influencia del empleo y de la productividad en la sostenibilidad de las pensiones está fuera de toda duda si tenemos en cuenta que los ingresos para pagar aquéllas se obtienen, principalmente, de las cotizaciones del trabajo. Lo que ocurra en el mercado de trabajo tiene un impacto determinante sobre la viabilidad de los sistemas de pensiones, ya que si aquél no funciona, y por lo tanto la economía no funciona, difícilmente podrán los jubilados mantener sus niveles de ingresos. Si añadimos a lo anterior el hecho incontestable de que en nuestro sistema de pensiones (como en el del conjunto de los países europeos) la cuantía de la pensión a percibir se relaciona con el historial de trabajo de la persona, podemos deducir que lo que ocurra con el mercado de trabajo de un país en un futuro terminará afectando a los compromisos de ese país en materia de pensiones11.

			El saldo financiero del sistema de pensiones, esto es, la diferencia entre los ingresos y los gastos del mismo, viene determinada, básicamente, por dos factores: de un lado, por la relación entre la pensión media y la cotización media del sistema y, de otro, por la ratio entre el número de pensiones y el número de cotizantes. Es obvio que la evolución de dicho saldo dependerá de las variaciones que experimenten ambas ratios. Respecto del primero de ellos, tienen notable influencia tanto las modificaciones que se produzcan en las condiciones de percepción de las pensiones, tales como los períodos mínimos de cotización, la edad legal de jubilación, la fórmula de cálculo de la base reguladora, los complementos por mínimos, etc., como los cambios que se operen sobre las bases y tipos de cotización. En el caso, por ejemplo, de un aumento en dos años de la edad legal de jubilación, éste tendría como resultado un mayor número de cotizaciones al sistema, con el consiguiente incremento de los ingresos en torno al 0,2 por 100 del PIB. Asimismo, al reducirse los años durante los cuales se está percibiendo la pensión, se reduciría la cuantía media de las pensiones en torno al 1 por 100. A estos aspectos nos referiremos más adelante cuando abordemos las reformas operadas en los últimos años. Junto a las variables anteriores, la productividad es otro de los factores relevantes que influye igualmente sobre la ratio entre pensión media y cotización media. En efecto, si la productividad creciera muy rápidamente, la cotización media crecería más deprisa que la pensión media, de forma que dicha ratio disminuiría12. Por último, la relación entre el número de pensiones y el número de cotizantes podría disminuir si aumentara la tasa de empleo.

			Pues bien, de lo dicho hasta aquí se puede deducir que para que la financiación del sistema de pensiones llegue a desequilibrarse no basta con que la población envejezca o aumente la cuantía de las pensiones y de esta forma crezca el gasto, sino que, además, deben darse otras circunstancias que tienen que ver con las fuentes capaces de generar los ingresos de donde salen las cotizaciones, y entre ellas cabe destacar, entre otras, tanto el empleo existente, como la productividad del factor trabajo. Ello explicaría que el equilibrio financiero del sistema de pensiones no tenga que verse afectado por el efecto demográfico si al mismo tiempo se produce un incremento de la producción disponible. Así, por ejemplo, el caso español resulta muy ilustrativo de este aspecto: de un lado, un aumento del peso demográfico de los mayores de 65 en el periodo 1956-1986 no supuso ningún problema en términos de recursos per cápita en un contexto en el que la producción crecía de forma muy significativa; de otro, el periodo que abarca desde 1986 hasta 2008 se caracteriza por un estancamiento de la productividad, al mismo tiempo que se da un fuerte incremento del empleo, lo que permite igualmente gestionar el aumento de la población dependiente13. El problema actual, sin embargo, es precisamente la persistencia de los efectos sobre el empleo de la crisis económica, que está incidiendo en el equilibrio financiero del sistema de pensiones.

			En lo que respecta a la evolución de los ingresos del sistema de pensiones, los altos niveles de desempleo en nuestro país reducen considerablemente los mismos. El deterioro del mercado laboral en los últimos años ha supuesto una fuerte caída de la ocupación, lo que ha conllevado una reducción de las cotizaciones sociales de cerca de 7.000 millones de euros entre 2008 y 2012. Dicha disminución en la recaudación se debe igualmente a la reducción de los salarios como consecuencia de la extensión del empleo precario. Precisamente, este contexto de erosión de las tasas de empleo plantea un desafío a los sistemas de bienestar, dado el carácter central de la ocupación para la sostenibilidad de las pensiones públicas contributivas y de reparto. Por tanto, en la medida en que persista la escasez de empleo se debilitará la base financiera de las prestaciones14.

			Esta disminución de los ingresos del sistema resulta especialmente preocupante, máxime si tenemos en cuenta que el gasto en pensiones contributivas ha aumentado en casi 19.000 euros en el periodo de 2008-2012. Dicho repunte se debe, entre otros factores, tanto al incremento en el número de pensionistas como a la evolución de la pensión media debido al efecto sustitución, esto es, la diferencia entre la pensión de los nuevos pensionistas y los que se dan de baja de la Seguridad Social. En 2012, por ejemplo, no solo el número de altas (308.400) superó con creces al de las bajas (259.530), sino que también la pensión promedio para las primeras fue 354 euros superior a la de las segundas15. El incremento interanual del efecto sustitución se cifra en torno al 1,75 por 100 de media en los últimos años.

			Tradicionalmente, la forma de revertir esta situación de caída de los ingresos y aumento de los gastos, ha sido la de esperar que la economía vuelva a alcanzar niveles de crecimiento sostenidos que permitan generar empleo. Así, algunas estimaciones consideran que sin que se alterara el modelo productivo español y en el momento en que se saliera de la crisis, la economía española podría retomar la senda de crecimiento aproximadamente del 2 por 100 del PIB. Bajo este contexto, el empleo podría aumentar a una tasa del 1 por 100, al igual que la productividad, que también crecería a esa misma tasa. Estas previsiones sobre la evolución de dichas magnitudes macroeconómicas permitirían aliviar algo la presión de la tasa de dependencia sobre el sistema de pensiones.

			Sin embargo, algunos autores dudan en la actualidad que la evolución positiva en el futuro de la producción, la productividad y el número de ocupados puedan servir por sí solos para afrontar el crecimiento del gasto que se espera en pensiones como consecuencia del proceso de envejecimiento demográfico. Así, se advierte de la gran sensibilidad que, por ejemplo, presenta la tasa de ocupación respecto de los ciclos económicos, lo que la convierte en una variable difícilmente predecible16. Igualmente, se sostiene que una evolución de la producción positiva (del 2,5 por 100 del PIB, por ejemplo) sería imposible con las actuales proyecciones de población en la edad comprendida entre 15 y 65 años, ya que en el escenario menos exigente (aumento anual de la productividad del 1,5 por 100 y del empleo en el 1 por 100) supera en un 8,3 por 100 el total de personas disponibles, incluso alcanzando una tasa nula de desempleo17. El crecimiento de la población activa a las tasas actuales de actividad, dado el progresivo envejecimiento de los baby boomers, más pronto que tarde haría que la base activa de la población fuese insuficiente para aportar el número de afiliados que garantizase la sostenibilidad del sistema de pensiones si ésta se basase únicamente en la incorporación de más afiliados y el reconocimiento de menos pensionistas18. Incluso se llega a postular que en un primer momento el incremento de la productividad, y también de los salarios, permitiría retrasar el problema de la solvencia financiera del sistema, pero a la larga se traduciría en aumentos de las bases reguladoras de las pensiones y, por tanto, en pensiones de mayor cuantía.

			Gran parte de los estudios que analizan la evolución del gasto en pensiones parte de la consideración de que la tasa de empleo va a converger hacia un valor próximo al 70 por 100. Bajo esta premisa, y teniendo en cuenta la actual estructura por edades de la población y las tendencias demográficas comentadas más arriba, se sostiene que se llegará a compensar en una pequeña parte el aumento de la ratio de dependencia, el cual se duplicará o triplicará de aquí al año 2050. Además, con el proceso de estancamiento económico que sufre nuestro país se hace más difícil afrontar el desafío del crecimiento del empleo. En definitiva, en esta ocasión, se considera muy arriesgado confiar en que los factores económicos puedan compensar el efecto del factor demográfico sobre el gasto en pensiones.

			Sin embargo, siendo cierto lo anterior, esto es, el hecho de que nuestro sistema de pensiones puede tener problemas en el futuro para gestionar la tasa de dependencia, que se situará en cifras cercanas al 70 por 100, ello no es obstáculo para considerar que tanto la evolución del empleo como de la productividad siguen siendo determinantes a la hora de alcanzar el equilibrio financiero a largo plazo. Hay que recordar que el factor esencial para la consolidación financiera de nuestro sistema de pensiones se debió en el pasado a la intensidad en la creación de empleo. Durante los años 1995-2007 el volumen de empleo creció en más de 8 millones, lo que supuso un incremento total en la población ocupada de casi el 67 por 100. Conviene recordar que en el año 1996 la relación entre cotizantes y pensionistas había llegado a caer hasta un 2,06. Por el contrario, como resultado del aumento de la afiliación y del número de cotizantes que tuvo lugar durante los últimos años, en el año 2005 se situó en 2,57. Fue así como se pudo financiar una política de expansión de las pensiones públicas a través de la incorporación de nuevos jubilados con carreras de cotización más largas y salarios más altos. Por tanto, no deja de ser sorprendente la buena respuesta de nuestro sistema público a pesar de las variables demográficas y de la coyuntura de la crisis económica. La situación de los superávits se ha producido esencialmente por el comportamiento del mercado de trabajo, que en los últimos años había seguido una senda ascendente.

			Dada la importancia de la ocupación, actuar sobre la misma sigue siendo fundamental. Es necesario elevar el nivel de empleo absoluto durante la próxima década. Sigue habiendo margen para ello. Existen, como se ha dicho, grandes reservas de personas en edad activa con una tasa de ocupación muy pequeña: jóvenes, mujeres y también los mayores de 54 años forzados al paro. Para ello resulta inevitable un cambio de modelo productivo capaz de favorecer una reactivación de la economía española.

			Ahora bien, tan importante resulta lo anterior como afrontar otro aspecto ligado al comportamiento del mercado de trabajo actual. Las pensiones futuras presentan un crecimiento muy elevado, mientras que las bases medias de cotización de los trabajadores ocupados reflejan una evolución bastante moderada, como consecuencia básicamente de salarios más bajos de entrada en el mercado de trabajo. Por primera vez, en muchísimo tiempo, las bases de cotización no crecieron en 2012 ni siquiera en términos nominales. A esto último ha contribuido tanto la intensa devaluación salarial sufrida en los últimos años en nuestro país como la precarización de las condiciones de trabajo. De continuar aplicándose las políticas de austeridad como hasta ahora, no cabe esperar un giro radical y profundo del empleo, por lo que parece inevitable reflexionar sobre el diseño de una reestructuración de los ingresos del sistema. Sobre esto último se volverá más adelante cuando tratemos las opciones de reforma del sistema.

			2.3. LA (IN)MIGRACIÓN

			La llegada de inmigrantes a nuestro país en el periodo que va de 1998 a 2008 ha sido uno de los fenómenos que explican el mayor crecimiento demográfico de nuestra historia. Según datos del INE, a 1 de enero de 1998 residían en España 637.078 extranjeros, el 1,60 por 100 de la población, y ya en 2011 se alcanzaba la cifra de 5.730.667, el 12,2 por 100 de la población total. El mayor incremento en el volumen de flujos se produjo en el umbral del cambio de siglo, entre el año 1999 y 2000, donde se pasó de 100.000 ingresos anuales a 330.000 altas residenciales. La entrada de población inmigrante ha supuesto que la población total registrara una tasa de crecimiento cercana al 2 por 100. En no pocos de esos años, España ha sido el país de la Unión Europea que más inmigrantes recibía, y el tercero en el mundo en números absolutos, tras Estados Unidos y la Federación Rusa19. La inmigración, por tanto, ha incidido de forma notable sobre el crecimiento de la población.
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